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Informe sobre el uso de plataformas no corporativas de presentación 
electrónica de ofertas en los procedimientos de contratación pública1  
 
 
I. El pasado día 29 de abril de 2019 ha tenido entrada en el Registro del Departamento 
de la Vicepresidencia y de Economía y Hacienda un escrito en el cual se solicita la 
colaboración de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat 
de Catalunya, o bien de su Secretaría Técnica, en relación con el papel de 
determinada plataforma en las licitaciones electrónicas. 
 
En concreto, el escrito expone las dudas suscitadas sobre el hecho de que algunos 
ayuntamientos de Cataluña estén licitando determinados contratos públicos a través 
de dicha plataforma, en la medida en que, según se señala en el escrito mencionado, 
eso puede, presuntamente incidir en la libre competencia y comportar la exclusión de 
determinados candidatos y que los medios tecnológicos de la plataforma no son 
adecuados, por varios motivos que se señalan, relativos a que la empresa tiene ánimo 
de lucro y que debe existir una contraprestación entre la empresa y el ayuntamiento, 
de manera que el ayuntamiento está favoreciendo en una empresa concreta; que 
aunque el servicio pueda ser inicialmente gratuito, la obligación de utilizar esta 
plataforma excluye, o pone en desventaja, en terceras empresas con respecto a la 
prestación de determinados servicios adicionales (premium); que la empresa obliga a 
suscribir unas Condiciones Generales de Adhesión para poder participar a las 
licitaciones públicas –entre las cuales consta que el candidato tiene que aceptar la 
posible exclusión de una licitación pública por la existencia de una deuda por parte de 
un candidato con la empresa–, cuya no suscripción tiene carácter excluyente del 
proceso de licitación y va en contra de la libre competencia; y que en el proceso de 
apertura de los sobres la información es, a priori, accesible a determinados 
trabajadores de la empresa y que el proceso de licitación obliga al candidato a hacer 
conocedora a la empresa de su propuesta económica y otros detalles relevantes de la 
oferta.  

 
 
II. La Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya 
es el órgano consultivo específico en materia de contratación pública, que tiene que 
resolver las consultas de carácter general en relación con la interpretación y el análisis 
de las normas jurídicas en esta materia. De acuerdo con el artículo 4 del Decreto 
376/1996, de 2 de diciembre, de reestructuración de la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya, están legitimados para 
solicitar informes los secretarios y secretarias generales con respecto a las consultas 
formuladas los Departamentos de la Generalitat o los entes de su sector público; y, 

                                                 
1 Este informe ha sido emitido a instancia de una Institución de Cataluña y respecto de una 
plataforma concreta. Tanto el nombre de la plataforma sobre la que se plantean las cuestiones 
que se analizan, como el de la institución peticionaria, han sido suprimidos de esta versión del 
informe que es objeto de publicidad. 
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respecto de las peticiones de informe solicitadas por las entidades que integran la 
Administración local en Cataluña, los presidentes o presidentas de las entidades 
respectivas. 
 
Mediante el Acuerdo 1/2016, de 28 de junio, de la Comisión Permanente de la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa, de modificación de la Instrucción 1/2005, de 
4 de octubre, y del Acuerdo 3/2012, de 30 de noviembre, se incorporó en este último 
Acuerdo la habilitación en la Secretaría Técnica de la Junta para dar respuesta 
directamente a las administraciones y los entes, organismos y entidades que, a pesar 
de no estar facultadas para plantear consultas a la Junta Consultiva, solicitaran 
informe de este órgano consultivo, en aquellos casos en que existiera un deber 
general de colaboración institucional y que las cuestiones planteadas ya hubieran sido 
objeto de un informe anterior de la Junta que les diera respuesta. 
 
Así, aunque la petición de informe no hace referencia estrictamente a cuestiones de 
carácter general en relación con la interpretación o el análisis de las normas jurídicas 
en la materia de contratación pública, con la voluntad de colaborar con la Institución 
que solicita el informe y teniendo en cuenta que la petición hace referencia al uso de 
medios electrónicos en la contratación pública, procede que esta Secretaría Técnica 
emita el presente informe, en la medida en que tiene atribuida la ejecución de los 
proyectos vinculados a la contratación pública electrónica2 y, también, que la mayoría 
de las cuestiones que se plantean o son subyacentes del escrito de petición de 
informe se responden por aplicación de la normativa de contratación pública y de los 
principios que la rigen, que han sido objeto de análisis por parte de la Junta Consultiva 
en multitud de informes. 
 
En este sentido, se emite el presente informe en relación tanto con el uso de 
plataformas de presentación electrónica de ofertas en los procedimientos de 
contratación pública, en general, como con las cuestiones recogidas en el escrito 
enviado que hacen referencia a la concreta herramienta electrónica que motiva la 
petición, en particular. 
 
 
III. Así, con carácter previo al análisis de las diferentes cuestiones que se plantean en 
el escrito de petición de informe se considera procedente efectuar unas 
consideraciones generales en relación con la obligación de uso de medios electrónicos 
en los procedimientos de contratación pública. 
 
A este efecto, hay que partir en primer término del artículo 347 de la Ley 9/2017, de 8 
de noviembre, de contratos del sector público (en adelante, LCSP), que regula la 

                                                 
2 De acuerdo con el artículo 33 del Decreto 43/2019, de 25 de febrero, de reestructuración del 
Departamento de la Vicepresidencia y de Economía y Hacienda, corresponde en la Secretaría Técnica de 
la Junta Consultiva ejecutar los proyectos vinculados a la gestión electrónica de los expedientes de 
contratación pública, entre los que se incluyen tanto la herramienta del Sobre Digital, como la Plataforma 
de Servicios de Contratación Pública con la que se integra. 
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Plataforma de Contratación del Sector Público estatal, en la cual se tienen que alojar 
de manera obligatoria los perfiles de contratante de los órganos de contratación de 
todas las entidades del sector público estatal, y también prevé que las comunidades 
autónomas pueden establecer sus propias plataformas, en las cuales tienen que alojar 
los perfiles de contratante de manera obligatoria los órganos de contratación del 
ámbito respectivo3, y que los órganos de contratación de las administraciones y del 
sector público local pueden optar, de manera excluyente y exclusiva, para publicar sus 
perfiles de contratante en las plataformas establecidas por las comunidades 
autónomas para su ámbito territorial, o bien para alojarlos en la plataforma estatal. 
Además, el mismo precepto de la LCSP dispone que las comunidades autónomas 
tienen que publicar, ya sea directamente o bien por interconexión con dispositivos 
electrónicos de agregación de la información, la convocatoria de todas las licitaciones 
y sus resultados en la Plataforma estatal y que tanto si esta publicación se lleva a cabo 
directamente, como si se hace por interconexión con dispositivos electrónicos de 
agregación de la información, en caso de una eventual discrepancia entre la 
información recogida en la plataforma autonómica y la de la plataforma estatal, 
prevalece la primera.4   
 
Por otra parte, la disposición adicional decimoquinta de la LCSP establece la 
obligación, respecto de los procedimientos de contratación pública, tanto de que las 
notificaciones y las comunicaciones se hagan por medios exclusivamente electrónicos, 
como de que la presentación de ofertas y de solicitudes de participación se haga 
utilizando estos medios, de conformidad con los requisitos que establece la misma 
disposición adicional –con determinadas excepciones, sin embargo, establecidas con 
carácter tasado y vinculadas a limitaciones técnicas o a motivos de seguridad, cuya 
concurrencia se tiene que justificar expresamente.  
 
Con la finalidad de permitir el cumplimiento de esta obligación, ya en el año 2017, se 
trabajó desde la Secretaría Técnica de la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa, conjuntamente con el Área TIC del Departamento de la Vicepresidencia 
y de Economía y Hacienda y bajo la dirección de la Dirección General de Contratación 
Pública, en la construcción de la herramienta del Sobre Digital, que se puso en 
funcionamiento con anterioridad a la entrada en vigor de la LCSP y, por lo tanto, de la 

                                                 
3 En Catalunya la Plataforma de Servicios de Contratación Pública de la Generalitat de 
Catalunya (PSCP) es el punto de referencia único y completo de la información de todas las 
licitaciones y sus resultados. 
 
4 En cumplimiento de esta previsión, y tal como dispone el artículo 4.3 de la Orden 
VEH/172/2017, de 25 de julio, de aprobación de las aplicaciones de la Plataforma de servicios 
de contratación pública y del Sobre digital, la PSCP está sindicada con la Plataforma de 
contratación del sector público del Estado con una integración bidireccional mediante la cual la 
información publicada en la PSCP se publica, también, en la Plataforma estatal y al revés, de 
forma que desde la PSCP, con una única búsqueda, se pueden recuperar las publicaciones de 
ambas plataformas. 
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obligación de presentación de ofertas por medios electrónicos5. 
 
Mediante la Orden VEH/172/2017, de 25 de julio, de aprobación de las aplicaciones de 
la Plataforma de servicios de contratación pública y del Sobre digital, se aprobó, 
además de la aplicación de la Plataforma de servicios de contratación pública6, la 
aplicación de la herramienta del Sobre digital, con el objetivo, tal como se señala 
expresamente en el artículo 7, de “dotar la Administración de la Generalitat, los entes 
que integran la Administración local en Cataluña, las universidades públicas de 
Cataluña y los entes del sector público que dependen o se vinculan, así como en las 
empresas, de herramientas  realizar el proceso de licitación por medios electrónicos 
con garantías jurídicas y técnicas”. 
 
Por lo tanto, el Sobre Digital es la herramienta de licitación electrónica, integrada con 
la Plataforma de Servicios de Contratación Pública de la Generalitat de Catalunya, que 
permite la presentación, la custodia y la apertura de ofertas de manera electrónica 
garantizando la confidencialidad de su contenido hasta el momento de la apertura  las 
personas autorizadas, que cumple con todos los requisitos fijados por la LCSP –
específicamente, en las disposiciones quincena a decimoséptima– y que se ha puesto 
a disposición de todos los órganos de contratación de Cataluña7.  
 
Así, se considera ilustrativo señalar que a fecha de la emisión de este informe son 509 
las entidades del ámbito local que utilizan la herramienta del Sobre digital y que 
durante los meses transcurridos de este ejercicio 2019 se han llevado a cabo 2473 
licitaciones con esta herramienta. 
 

                                                 
5 De hecho, con anterioridad, en el año 2012, se construyó una primera herramienta de 
licitación electrónica, que se incorporó a la PSCP mediante la Orden ECO/58/2012, de 22 de 
febrero, con la cual se llevó a cabo el primer procedimiento de contratación pública en fase 
piloto, en julio de 2013, en qué se articulaba la posibilidad de utilizar esta modalidad de 
licitación electrónica –con las conclusiones de este pilotaje se iniciaron los trabajos de análisis 
de las nuevas necesidades de evolución de la herramienta hasta la construcción y puesta en 
funcionamiento de la herramienta del Sobre Digital actual. 
 
6 La aplicación inicial de la PSCP se aprobó por la Orden ECF/313/2008, de 23 de junio, que 
fue derogada por esta Orden de 2017. 
 
7 En este sentido, el vigente “Convenio derivado del acuerdo marco de colaboración entre la 
Generalitat de Catalunya y el Consorci Administració Oberta de Catalunya respecto de los 
servicios de la Plataforma de Servicios de Contratación Pública y e-licita” tiene por objeto 
“establecer  las condiciones generales de colaboración entre la Generalitat de Catalunya y el 
Consorci AOC para articular y hacer extensivo el uso de los servicios corporativos de 
contratación electrónica de la Generalitat de Catalunya, integrados en la Plataforma de 
servicios de contratación pública, así como los servicios de e-licita –sobre digital y subasta 
electrónica– y, si es el caso, de los que en un futuro se vayan incorporando en la mencionada 
Plataforma (...), a las administraciones locales, las universidades y otros entes públicos que se 
haya acordado en la Comisión mixta de seguimiento y coordinación del Convenio marco (...)". 
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Asimismo, también hay que destacar que la herramienta del Sobre digital se encuentra 
integrada, además de, como se ha dicho con la propia PSCP –que al mismo tiempo 
está integrada con la herramienta corporativa de notificación electrónica– y entre otras 
aplicaciones, tanto con las aplicaciones corporativas de registro electrónico de las 
administraciones públicas de Cataluña –del ámbito local a través de la integración con 
las aplicaciones corporativas del Consorcio AOC–, como con la Plataforma de 
servicios de identificación y firma para la validación de firmas electrónicas. 
 
Por otra parte, pero en relación con esta puesta a disposición de las herramientas de 
e-contratación, conviene recordar también que la Ley 29/2010, del 3 de agosto, del 
uso de los medios electrónicos en el sector público de Cataluña, dispone 
expresamente que el desarrollo del “modelo catalán de administración electrónica” 
corresponde a la Administración de la Generalitat y a los entes locales, así como el 
resto de entidades que integran el sector público de Cataluña, y que, a este efecto, las 
administraciones públicas catalanas tienen que llevar a cabo, entre otras actividades, 
las de “diseñar, implementar y desarrollar aplicaciones, procedimientos e instrumentos 
necesarios para facilitar el uso de los medios electrónicos en las relaciones entre los 
ciudadanos y las entidades que integran el sector público, la interoperabilidad con 
otras aplicaciones y su reutilización por otras entidades del sector público”; y, 
específicamente la Administración de la Generalitat, para contribuir a este desarrollo 
del modelo catalán de administración electrónica en el sector público de Cataluña, 
tiene que diseñar y desarrollar aplicaciones que sean interoperables con otras 
aplicaciones y reutilizables  otras administraciones públicas”, “fomentar el uso de los 
medios electrónicos a los entes locales” y “cooperar en el ejercicio de las 
competencias de los entes locales en materia de uso de los medios electrónicos”, 
entre otras actividades (artículo 6).8 
 
En el mismo orden de consideraciones y, específicamente, en relación con la 
obligación de todo el sector público catalán de diseñar, implementar y desarrollar las 
aplicaciones necesarias para facilitar el uso de los medios electrónicos en las 
relaciones entre los ciudadanos y el sector público, en el marco de la utilización de 
estos medios en los procedimientos de contratación pública hace falta hacer referencia 
también a la Recomendación del Consejo de la OCDE sobre contratación pública, en 
                                                 
8 En esta misma línea, también la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector 
público, establece al artículo 157.3 –de carácter básico de conformidad con la disposición final 
decimocuarta– que las administraciones públicas, con carácter previo a la adquisición, el 
desarrollo o el mantenimiento a lo largo de todo el ciclo de vida de una aplicación, tanto si se 
realiza con medios propios o por la contratación de los servicios correspondientes, tienen que 
consultar en el directorio general de aplicaciones si hay soluciones disponibles para su 
reutilización, que puedan satisfacer totalmente o parcialmente las necesidades, mejoras o 
actualizaciones que se pretenden cubrir, y siempre que los requisitos tecnológicos de 
interoperabilidad y seguridad así lo permitan; y que en caso de que haya una solución 
disponible para su reutilización total o parcial, las administraciones públicas están obligadas a 
su uso, a no ser que la decisión de no reutilización se justifique en términos de eficiencia de 
conformidad con el artículo 7 de la Ley orgánica 2/2012, de 27 de abril, de estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad financiera. 
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la cual se alude expresamente a la conveniencia que las herramientas de contratación 
electrónica, además de ser sencillas de utilizar y adecuadas a sus finalidades, sean, 
“en la medida de lo posible”, “homogéneas entre todas las entidades que participan en 
la contratación pública”. 
 
En definitiva, hay que considerar que el uso de la herramienta del sobre digital por 
parte de las entidades que integran la Administración local de Cataluña constituye un 
supuesto de eficiencia en la utilización de los recursos públicos que, además, facilita el 
conocimiento de las herramientas por parte de las personas que tienen que hacer uso 
–en el caso de la contratación pública, las empresas licitadoras específicamente. Sin 
embargo, ciertamente el uso de otras plataformas de licitación electrónica de 
operadores privados no comporta, por sí mismo, un incumplimiento de la normativa de 
contratación pública. 
 
 
IV. En respuesta a las consideraciones concretas que se contienen en el escrito 
enviado hay que afirmar, en primer lugar, que la contratación de servicios como los 
que son objeto de este informe se encuentra sometida a la normativa de contratación 
pública si se lleva a cabo por las entidades que están sujetas, de conformidad con el 
artículo 3 de la LCSP. 
 
Así, con respecto a la primera consideración, relativa a que la empresa tiene ánimo de 
lucro y que debe existir una contraprestación entre la empresa y el ayuntamiento, de 
manera que el ayuntamiento está favoreciendo a una empresa concreta, hay que 
señalar que si esta empresa fue contratada con cumplimiento de la normativa de 
contratación pública, es perfectamente admisible que para dar un servicio obtenga una 
contraprestación que le suponga un beneficio. De hecho, los contratos públicos son, 
por definición, contratos onerosos y la normativa de contratación pública tiene como 
finalidad, justamente, y entre otros, por una parte, garantizar el ajuste de esta actividad 
a los principios de libertad de acceso a las licitaciones públicas, publicidad y 
transparencia y no discriminación e igualdad de trato y, por otra parte, asegurar la 
salvaguardia de la libre competencia. 
 
En este sentido, hay que señalar que, a la vista de la información publicada en la 
PSCP, varios ayuntamientos de Cataluña han contratado el servicio de plataforma de 
licitación electrónica a la empresa a que se alude en el escrito de petición de informe, 
a través de contratos menores9. Hace falta recordar que estos contratos, de acuerdo 
con la LCSP y en resumen, se adjudican directamente a la empresa escogida  la 

                                                 
9 Si bien en aquella misma información publicada en la PSCP también se puede encontrar 
alguna licitación para la adquisición de servicios informáticos de contratación pública 
electrónica, entre los cuales se incluye el de licitación electrónica para la presentación, la 
custodia y la apertura de ofertas, tramitada por procedimiento abierto –en el que no ha 
resultado ganadora la plataforma de la empresa a que se refiere el escrito de petición de 
informe. 
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Administración –sin someter la contratación a los principios de publicidad y 
concurrencia– y, además de no poder superar determinados importes de valor  –en el 
caso de los contratos de servicios, los 15.000€, IVA excluido–, ni tener una duración 
superior a un año, ni ser objeto de prórroga, no pueden utilizarse para cubrir 
necesidades periódicas o recurrentes, de manera que hay que justificar en el 
expediente que no se altera el objeto del contrato –fraccionándolo– para evitar la 
aplicación de las reglas generales de contratación y, además, que en un año no se 
suscriben con una misma empresa contratos menores que aisladamente o 
conjuntamente superen el umbral de estos contratos10.  
 
En relación con la consideración relativa a que todo y que el servicio pueda ser 
inicialmente gratuito, la obligación de utilizar esta plataforma excluye, o pone en 
desventaja, a terceras empresas con respecto a la prestación de determinados 
servicios adicionales (premium), hay que señalar que, si bien el uso de las 
herramientas o plataformas para la presentación electrónica de ofertas no puede 
comportar en ningún caso una discriminación para ninguna de las empresas que estén 
interesadas en participar en una licitación, de manera que tienen que permitirla en 
igualdad de condiciones y gratuitamente para todas ellas, eso no obsta que las 
plataformas o herramientas privadas puedan ofrecer servicios adicionales, no 
necesarios para permitir y garantizar el acceso a las licitaciones de todas las 
empresas, que sean de uso voluntario por éstas y que comporten un deber de pago11. 
 
Entender que el ofrecimiento de estos servicios de pago comporta una desventaja 
para algunas empresas licitadoras o interesadas, o, lo que es lo mismo, que es 
contrario a la igualdad de trato entre ellas, sería como considerar que también lo fuera 
el hecho de que algunas empresas dispongan de más recursos para poder preparar 
sus ofertas con más asesoramiento, por ejemplo, de manera que puedan presentar 
ofertas más competitivas o que para ellas la participación sea más cómoda por 
disponer de determinadas herramientas de gestión. 
 
En todo caso, sí se tiene que apuntar que una ventaja (más) de las herramientas de 
contratación electrónica corporativas de la Administración es que, dado que son 
concebidas únicamente para dar un servicio a todas las empresas y órganos de 
contratación, sin querer obtener más beneficio que el buen servicio dado, todas las 
funcionalidades que se van introduciendo para mejorarlas y para facilitar a todas las 
personas usuarias la utilización se ponen a su disposición con carácter general y de 
forma gratuita. 
 
Con respecto a la consideración relativa a que la empresa obliga a suscribir unas 
Condiciones Generales de Adhesión para poder participar en las licitaciones públicas   

                                                 
10 Esta Junta Consultiva ha analizado los límites a la contratación menor en el Informe 1/2018, 
de 20 de abril.  
11 Consultada la plataforma que motiva la emisión de este informe se constata que estos 
servicios adicionales hacen referencia, entre otros, a servicios de búsqueda de expedientes, de 
soporte al cliente con un gestor siempre disponible y a servicios de consultoría de negocio. 
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–entre las cuales consta que el candidato tiene que aceptar la posible exclusión de 
una licitación pública por la existencia de una deuda por parte de un candidato con la 
empresa–, se tiene que tener en cuenta que la posible exclusión de las empresas 
licitadoras de un procedimiento de contratación pública únicamente puede venir dada 
por las causas fijadas en la normativa reguladora de esta materia, esto es, porque así 
se prevea en ésta, por el incumplimiento de alguna obligación que imponga o por 
vulneración de los principios que la inspiran –adicionalmente, circunstancias como la 
imposibilidad de abrir las ofertas, por ejemplo, o de acceder al contenido de 
determinados documentos, por un incorrecto uso de la herramienta o por cuestiones 
técnicas, puede llegar a determinar la imposibilidad de seguir o participar en el 
procedimiento. 
 
Por lo que respecta específicamente a la afirmación de la posible exclusión de una 
licitación pública por la existencia de una deuda por parte de un candidato con la 
empresa, hay que señalar que las causas de prohibición de contratar con el sector 
público se fijan con carácter tasado en la normativa de contratación pública –artículo 
71 de la LCSP-, sin que pueda hacerse una aplicación extensiva de los supuestos 
establecidos12. 
 
Sin embargo, hay que tener en cuenta, vistas las “condiciones generales de adhesión” 
disponibles a la plataforma que motiva la emisión de este informe, que esta 
consecuencia – “la exclusión” – parece establecerse en relación con la Administración 
o entidad del sector público contratante, y no con las empresas licitadoras. 
 
En relación con la consideración relativa al proceso de apertura de las ofertas, 
respecto de lo que se señala que la información es, a priori, accesible a determinados 
trabajadores de la empresa y que el proceso de licitación obliga al candidato a hacer 
conocedora a la empresa de su propuesta económica y otros detalles relevantes de la 
oferta, se tiene que indicar que toda empresa informática que de soporte técnico a las 
herramientas de contratación electrónica, y a la Administración electrónica en general 
–también las herramientas corporativas requieren  y mantenimiento por parte de 
éstas–, comportan una participación de las personas técnicas de estas empresas. Sin 
embargo, esta participación o este acceso a determinada información no tiene que 
comportar ningún peligro para el respeto de los principios de igualdad de trato y 
garantía de la libre competencia, desde el momento que todas las herramientas tienen 
que cumplir con los requerimientos de seguridad fijados por las disposiciones 
adicionales decimosexta y decimoséptima de la LCSP.  
 
Finalmente, en relación con las cuestiones técnicas que se plantean únicamente se 
puede señalar, con respecto a las obligaciones impuestas por la normativa de 
contratación pública, que es la que delimita el ámbito de competencia y de espertise 
de esta Secretaría Técnica, que las herramientas y los dispositivos de recepción 
electrónica de documentos tienen que cumplir, como ya se ha indicado, con los 
                                                 
12 Así lo ha afirmado esta Junta Consultiva en los Informes 2/2018, de 20 de abril, y 16/2014, 
de 17 de diciembre, entre otros. 
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requisitos establecidos en las disposiciones adicionales decimosexta y decimoséptima 
de la LCSP, sin que corresponda a este informe el análisis de otras eventuales 
obligaciones que puedan recaer sobre los portales web que dan servicios de 
contratación pública electrónica. 
 
 
Barcelona, 30 de mayo de 2019 
 
 


